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Pereira, mayo veintisiete de dos mil dieciséis

   



Expediente 66001-31-03-001-2013-00027-01

  



Decide esta Sala Unitaria el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada contra el auto del 27 de abril de 2015
, proferido por el Juzgado Primero Civil del Circuito local, en este proceso de disolución y liquidación de sociedad de hecho instaurado por Orlando López Valencia frente a Aurelio López Valencia. 
   



ANTECEDENTES

  



El actor presentó demanda con el fin de que se declare “… la disolución de la sociedad comercial denominada “BUJES DE PEREIRA” hoy denominada “LOPEZ CASTAÑO BUJES DE PEREIRA S.A.S.” conformada por las partes en este proceso, y solicitó como medida cautelar la inscripción de la demanda de los bienes identificados con las matrículas inmobiliarias Nos. 290-52270, 290-52268 y 290-52271 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira y sobre la matrícula mercantil No. 14467512 perteneciente a la sociedad objeto de litigio.   
El libelo se admitió por auto del 5 de febrero de 2013; notificado el demandado, contestada la demanda, pedidos otros embargos y aclarado el tema de la caución, se procedió en providencia del 10 de marzo de 2015 a decretar las medidas cautelares, pero las que fueron solicitadas exclusivamente en la demanda
. 
   



Contra ese proveído la parte demandante presentó solicitud de “adición y/o complementación” en el sentido de que se tuviera en cuenta el escrito presentado el 14 de enero de 2015 en el que solicitaba “El embargo y secuestro de los bienes que conforman la sociedad de hecho …”. A continuación el juez a-quo, mediante providencia del 27 de abril siguiente (Fl. 57, c. 1 copias) dispuso que con base en “… lo dispuesto en el art. 311 inciso 2º del C. de P. Civil, dentro de la ejecutoria del auto de fecha 10 de marzo pasado visible a folios 699-700, se procede a adicionar de oficio el mismo, en el sentido de decretar el embargo y secuestro de los bienes que conforman la sociedad de hecho Bujes Pereira, luego denominada LOPEZ CASTAÑO BUJES DE PEREIRA S.A. y posteriormente conocida como LOPEZ CASTAÑO BUJES DE PEREIRA S.A.S. cancelada por sentencia del 22 de marzo de 2012 de la Sala Civil del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, inscrita el 30 de mayo de 2014, dentro del proceso de simulación adelantado por ORLANDO LOPEZ VALENCIA, adscrito al folio de matrícula mercantil No. 14467512.” 

   



Contra esta decisión la parte demandada presentó recurso de reposición y en subsidio apelación, con el argumento de que se accedió al decreto de unos bienes inembargables “como es el derecho personalísimo de uso y habitación, así como el derecho al uso de un comedor de vigilantes sitio en el que se encuentran los instrumentos necesarios para proveer los alimentos de los vigilantes y obreros (Numerales 10, 11 y 14 art. 684 del C. de P. C.).”





El juzgado no repuso, con el argumento principal de que “…realmente no se ha dispuesto el embargo y secuestro de los bienes, por lo que el recurso carece de fundamentos, ya que aquí no se ha dado la orden de embargo en los términos que lo solicitó el demandante ni en la forma que lo presenta la parte recurrente, a pesar de que se trató, de oficio, de adicionar el decreto de las medidas solicitadas por la parte actora.”
, por tanto, concedió el subsidiario de apelación ante este Tribunal.




En esta instancia la parte demandante allegó un nuevo poder y un escrito de medidas cautelares.

CONSIDERACIONES

Aunque el asunto que se recurre tiene que ver puntualmente con unas medidas cautelares decretadas en auto del 27 de abril de 2015, la Sala considera que aquí se debe iniciar por definir si en realidad los puntos discutidos por la recurrente en su alzada han sido o no objeto de decisión, como lo expuso el juez a-quo en la providencia que resolvió la reposición. 
Para empezar, es preciso indicar que las medidas que pidió el actor fueron: 
i) En el libelo, la inscripción de la demanda sobre algunos bienes inmuebles y en la matrícula mercantil de la sociedad objeto de disolución, y, 
ii) Posteriormente, el embargo y secuestro de los bienes que conforman la sociedad de hecho objeto del presente proceso, detallados de la siguiente manera: “1.1. Edificio de la Administración, 1.2 Vivienda de vigilantes, comedor de obreros y taller, 1.3 Taller de estampado, 1.4 Taller de maquinado y torno, 1.5 Taller de fundición. 2) Todos y cada uno de los documentos contables y financieros de la sociedad, tales como: Libro Auxiliar, Estados financieros con sus notas, libros contables, Declaraciones de IVA, declaraciones de renta, Declaraciones de industria y Comercio, así como los archivos de la misma”.

Sobre la primera petición de medidas, el juzgado mediante auto del 10 de marzo de 2015 (fls. 52 y 53, c. principal copias) accedió a ellas, providencia que fue adicionada el 27 de abril siguiente pero exclusivamente en lo referente al “… embargo y secuestro de los bienes que conforman la sociedad de hecho Bujes Pereira, …” (fl. 57 ib.), sin más especificación. 
Eso significa que sobre la segunda solicitud, como bien lo expuso el juez de primera instancia, nada se ha resuelto por parte del Despacho.

En efecto, el abogado de la parte demandante en memorial del 14 de enero de 2015
 pidió “El embargo y secuestro de los bienes que conforman la sociedad de hecho “Bujes Pereira”, luego denominada “LOPEZ CASTAÑO BUJES DE PEREIRA S.A.” y posteriormente, conocida como “LOPEZ CASTAÑO BUJES DE PEREIRA S.A.S.” y a continuación los enlistó de manera puntual: “1.1. Edificio de la administración; 1.2 Vivienda de vigilantes, comedor de obreros y taller; 1.3 Taller de estampado; 1.4 Taller de maquinado y torno; 1.5 Taller de fundición.”. Igualmente, solicitó la misma medida contra “2) Todos y cada uno de los documentos contables y financieros de la sociedad, tales como: libro Auxiliar, Estados Financieros con sus notas, Libros contables, Declaraciones de IVA, Declaraciones de renta, Declaraciones de Industria y Comercio, así como los archivos de la misma.”

Y es sobre estos aspectos que presenta inconformidad la demandada en su recurso, si bien pide expresamente que “…se aclare el auto anterior, atendiendo la potestad otorgada por la ley al señor juez de limitar los embargos y secuestros, toda vez, que el apoderado del demandante solicitó el embargo de “vivienda de vigilantes, comedor de obreros y taller”, bienes que se consideran bienes inembargables, como es el derecho personalísimo de uso y habitación, así como el derecho al uso de un comedor de vigilantes sitio en el que se encuentran los instrumentos necesarios para proveer los alimentos de los vigilantes y obreros (numerales 10, 11 y 14 art. 684 del C. de P. C.) 5. Con relación al embargo y secuestro de cada uno de los documentos contables enunciados, estos son documentos que registran los hechos y operaciones económicas de un comerciante, y no tienen la calidad de bienes.”
 
Sin embargo, el proveído que impugna nada decide sobre estas medidas, como tampoco otro anterior; valga insistir, allí se procedió, con base en el artículo 311 inciso 2º del C. de P. Civil, vigente a la sazón, a adicionar de oficio el auto del 10 de marzo de 2015, “… en el sentido de decretar el embargo y secuestro de los bienes que conforman la sociedad de hecho Bujes Pereira, …”
, medida que de momento resulta inocua, porque no se ha determinado sobre qué bienes específicamente debe recaer, lo que indica que sobre los aludidos bienes (muebles o inmuebles) o sobre los libros de comercio, se guardó silencio, es decir, todavía no se ha resuelto a plenitud la petición.
Así lo expuso acertadamente el juez en la providencia que resolvió la reposición al indicar que “…el recurso carece de fundamentos, ya que aquí no se ha dado la orden de embargo en los términos que lo solicitó el demandante ni en la forma que lo presenta la parte recurrente, a pesar de que se trató, de oficio, de adicionar el decreto de las medidas solicitadas por la parte actora.”

Es bien claro que debe existir correspondencia entre el auto impugnado y lo que se recurre, la congruencia entre ambos actos procesales es requisito para decidir la impugnación. La parte no puede, como aquí sucede, presentar y sustentar un recurso con apoyo en situaciones que no han sido objeto de resolución -aunque, valga decirlo, la forma en que ha venido pronunciándose el juzgado, pueda causar confusión-, dado que lo que se pretende con los recursos es que se “… enmiende  el agravio que el recurrente crea se le ha inferido y en su defecto se reformen o revoquen, bien por quien la pronunció, ora por su Superior Jerárquico, porque considera la providencia contraria a la realidad procesal o al ordenamiento jurídico vigente”
, situación que aquí la demandada pasó por alto. 
Basta lo dicho para confirmar el auto protestado, no obstante que, se insiste en ello, no determina los bienes específicos sobre los que recaerá la medida, lo cual tiene claro el despacho que, seguramente, adoptará las medidas que sean pertinentes para despejar toda duda sobre ese punto. 
Como el recurso fracasa, las costas serán a cargo de la parte demandada y a favor de la demandante, las que, por tratarse de un trámite independiente del recurso, se liquidarán de acuerdo con las reglas del nuevo estatuto procesal. 
Al margen de lo anterior, que es el objeto de la alzada, hay dos situaciones sobre las que la Sala debe proveer:

La primera, que hasta ahora quien ha venido asistiendo judicialmente al demandante es el abogado Jhon Jairo Colorado Villa; sin embargo, Orlando López Valencia le ha otorgado poder al profesional Luis Alfonso Cardona Cano para que continúe con las gestiones en este proceso. Esto, en los términos del artículo 76 del Código General del Proceso, le pone fin al mandato anterior e impone reconocerle personería al nuevo abogado. 
Así se hará; sin embargo, como no se tiene noticia de la renuncia del anterior, ni se trajo paz y salvo por él expedido o una autorización suya, ni se justifica de ninguna manera la sustitución, al abogado Luis Alfonso Cardona Cano se le concederá el término de ejecutoria de esta providencia para que proceda de conformidad, so pena de que se remitan copias de la actuación a la Sala Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura para que se investigue si se pudo incurrir en alguna falta disciplinaria. 
   



Y la segunda, que en el memorial que antecede se solicita el decreto de una medida cautelar, pero no tiene en cuenta el nuevo asesor del demandante que esta apelación se surte en el efecto devolutivo y, por tanto, el juez de primer grado no ha perdido competencia en el proceso; incluso, de ser en el efecto suspensivo, la tendría; de manera que tal petición se enviará allí, junto con el expediente, para que se adopte la decisión que corresponda. 
  



DECISIÓN

  



En armonía con lo dicho, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, CONFIRMA el auto del 27 de abril de 2015, en este proceso de disolución y liquidación de sociedad civil de hecho instaurado por Orlando López Valencia frente a Aurelio López Valencia.
 



Se reconoce personería al abogado Luis Alfonso Cardona Cano, para seguir representando al demandante en este asunto. 
   



Al mismo se le otorga el término de ejecutoria de esta providencia para justificar su actuación en el proceso, en los términos del artículo 36 de la Ley 1123 de 2007. 

  



Se abstiene la Sala de resolver sobre la solicitud de medidas cautelares impetradas en esta sede.   




  



Costas en esta sede a favor del demandante y a cargo del demandado. Liquídense en la forma señalada en el artículo 366 del C.G.P. 
Notifíquese,

   



El Magistrado,

  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

� 	Que solo arribó a esta sede el 17 de marzo de 2016.


� 	Auto de marzo 10 de 2015. Ver folios 52 y 53, cuaderno principal de copias.


� 	Fl. 61, cuaderno principal de copias.


� 	Fl. 64 vto. cuaderno principal de copias.


� 	Fls. 35 a 37, c. principal de copias.


� 	Fl. 61, c. principal de copias.


� 	Fl. 57, c. principal copias.


� 	Fl. 64 vto., c. principal copias.


� 	VILLEGAS MORENO, Luis Alberto. Recursos, Términos y Notificaciones en el Código General del Proceso. Ley 1564 de 2012. Primera Edición. Librería Jurídica DIKAIA. CEESJA. Medellín. 2014. Pág. 24.





